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Mgs. Ottón José Rivadeneira González 

DIRECCIÓN GENERAL DE REGISTRO CIVIL, IDENTIFICACIÓN Y CEDULACIÓN 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que,    el numeral 2 del artículo 16 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que todas las 

personas, en forma individual o colectiva, tienen derecho a el acceso universal a las tecnologías de 
información y comunicación; 

 
Que,    el numeral 19 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, manda: “Se reconoce y 

garantizará a las personas: 19. El derecho a la protección de datos de carácter personal, que 
incluye el acceso y la decisión sobre información y datos de este carácter, así como su 
correspondiente protección. La recolección, archivo, procesamiento, distribución o difusión de estos 
datos o información requerirán la autorización del titular o el mandato de la ley (…)”; 

 
Que,   el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador, preceptúa: "El derecho a la seguridad 

jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, 
claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes."; 

 
Que,  de conformidad con los numerales 1 y 7 del artículo 83 de la Constitución de la República del 

Ecuador, son deberes y responsabilidades de las y los ecuatorianos, sin perjuicio de otros previstos 
en la Constitución y la ley, acatar y cumplir la Constitución, la ley y las decisiones legítimas de 
autoridad competente; y, promover el bien común y anteponer el interés general al interés particular, 
conforme al buen vivir; 

 
Que,    el artículo 92 de la Constitución de la República del Ecuador, ordena: "Toda persona, por sus propios 

derechos o como representante legitimado para el efecto, tendrá derecho a conocer de la existencia y 
acceder a los documentos, datos genéticos, bancos o archivos de datos personales e informes que 
sobre sí misma, o sobre sus bienes, consten en entidades públicas o privadas, en soporte material o 
electrónico Asimismo tendrá derecho a conocer el uso que se haga de ellos, su finalidad, el origen y 
destino de información personal y el tiempo de vigencia del archivo o banco de datos” ; 

 
Que,   el artículo 225 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El sector público 

comprende: 1. Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial, 
Electoral y de Transparencia y Control Social. 2. Las entidades que integran el régimen autónomo 
descentralizado. 3. Los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley para el ejercicio 
de la potestad estatal, para la prestación de servicios públicos o para desarrollar actividades 
económicas asumidas por el Estado. 4. Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los 
gobiernos autónomos descentralizados para la prestación de servicios públicos.”; 

 
Que,   el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, prescribe: "Las instituciones del 

Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución."; 

 
Que,    el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: "La administración pública 
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constituye un servicio a la colectividad que se rige por principios de eficacia, eficiencia, calidad, 
jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, planificación, transparencia y 
evaluación."; 

 
Que,   el artículo 233 de la Constitución de la República del Ecuador, manda: "Ninguna servidora ni 

servidor público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus 
funciones, o por sus omisiones, y serán responsables administrativa, civil y penalmente por el 
manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos."; 

 
Que,   el artículo 7 del Código Orgánico Administrativo al referirse al principio de desconcentración, 

establece: “La función administrativa se desarrolla bajo el criterio de distribución objetiva de 
funciones, privilegia la delegación de la repartición de funciones entre los órganos de una misma 
administración pública, para descongestionar y acercar las administraciones y las omisiones”; 

 
Que,   el artículo 52 del Código Orgánico Administrativo, determina: “Duplicación de competencias. Se 

prohíbe crear nuevos órganos o entidades administrativas que supongan duplicación de otros ya 
existentes, salvo que en el mismo acto se suprima o restrinja la competencia de estos”; 

 
Que,     dentro del Capítulo Tercero “Ejercicio de las Competencias”, del Código Orgánico Administrativo, la 

sección segunda, “Formas de transferencia de las competencias”, establece las normas para el 
mecanismo de delegación de competencias, así como sus efectos y condiciones particulares; 

 
Que,    el artículo 65 del Código Orgánico Administrativo, establece: “La competencia es la medida en que 

la Constitución y la ley habilitan a un órgano para obra y cumplir sus fines, en razón de la materia, 
el territorio, el tiempo y el grado.”; 

 
Que,     el artículo 68 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “La competencia es irrenunciable y se 

ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento jurídico, salvo los casos de 
delegación, avocación, suplencia, subrogación, descentralización y desconcentración cuando se 
efectúen en los términos previstos en la ley.”; 

 
Que,    el artículo 69 del Código Orgánico Administrativo, señala: “Delegación de competencias. Los 

órganos administrativos pueden delegar el ejercicio de sus competencias, incluida la de gestión, en: 
1. Otros órganos o entidades de la misma administración pública, jerárquicamente dependientes; 2. 
Otros órganos o entidades de otras administraciones; 3. Esta delegación exige coordinación previa 
de los órganos o entidades afectados, su instrumentación y el cumplimiento de las demás exigencias 
del ordenamiento jurídico en caso de que existan; 4. Los titulares de otros órganos dependientes 
para la firma de sus actos administrativos; y, 5. Sujetos de derecho privado, conforme con la ley de 
la materia. La delegación de gestión no supone cesión de la titularidad de la competencia.”; 

 
Que,     en el artículo 70 del Código Orgánico Administrativo, señala que la delegación deberá contener: “1. 

La especificación del delegado. 2. La especificación del órgano delegante y la atribución para 
delegar dicha competencia. 3. Las competencias que son objeto de delegación o los actos que el 
delegado debe ejercer para el cumplimiento de las mismas. 4. El plazo o condición, cuando sean 
necesarios. 5. El acto del que conste la delegación expresará además lugar, fecha y número. 6. Las 
decisiones que pueden adoptarse por delegación (...)”; 

 
Que,    en el artículo 71 del Código Orgánico Administrativo, manifiesta: “Efectos de la delegación. Son 

efectos de la delegación: 1. Las decisiones delegadas se consideran adoptadas por el delegante. 2. 
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La responsabilidad por las decisiones adoptadas por el delegado o el delegante, según 
corresponda.”; 

 
Que,  en el artículo 78 del Código Orgánico Administrativo, preceptúa: “Los órganos superiores pueden 

avocar para sí el conocimiento de un asunto cuya resolución corresponda, ordinariamente o por 
delegación, a sus órganos administrativos dependientes, cuando circunstancias de índole técnica, 
económica, social, jurídica o territorial lo hagan conveniente o necesario (...)”; 

 
Que,    en el artículo 128 del Código Orgánico Administrativo, se enuncia: “Acto normativo de carácter 

administrativo. Es toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de una competencia 
administrativa que produce efectos jurídicos generales, que no se agota con su cumplimiento y de 
forma directa.”; 

 
Que,    el artículo 130 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “Competencia normativa de carácter 

administrativo. Las máximas autoridades administrativas tienen competencia normativa de carácter 
administrativo únicamente para regular los asuntos internos del órgano a su cargo, salvo los casos 
en los que la ley prevea esta competencia para la máxima autoridad legislativa de una 
administración pública. La competencia regulatoria de las actuaciones de las personas debe estar 
expresamente atribuida en la ley.”; 

 
Que,  en el artículo 4 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Registros Públicos establece: “Las 

instituciones del sector público y privado y las personas naturales que actualmente o en el futuro 
administren bases o registros de datos públicos, son responsables de la integridad, protección y 
control de los registros y bases de datos a su cargo. Dichas instituciones responderán por la 
veracidad, autenticidad, custodia y debida conservación de los registros. La responsabilidad sobre 
la veracidad y autenticidad de los datos registrados, es exclusiva de la o el declarante cuando esta o 
este provee toda la información (...)”; 

 
Que,     el artículo 4 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, define: “Para los efectos de la 

aplicación de la presente Ley se establecen las siguientes definiciones:  
            (…) Delegado de protección de datos: Persona natural encargada de informar al responsable o al 

encargado del tratamiento sobre sus obligaciones legales en materia de protección de datos, así 
como de velar o supervisar el cumplimiento normativo al respecto, y de cooperar con la Autoridad 
de Protección de Datos Personales, sirviendo como punto de contacto entre esta y la entidad 
responsable del tratamiento de datos.”; 

 
Que,   el artículo 5 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, determina: “Integrantes del 

sistema de protección de datos personales. Son parte del sistema de protección de datos personales, 
los siguientes: 1) Titular; 2) Responsable del tratamiento; 3) Encargado del tratamiento; 4) 
Destinatario; 5) Autoridad de Protección de Datos Personales; y, 6) Delegado de protección de 
datos personales." 

 
Que,   el artículo 38 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, señala: “El mecanismo 

gubernamental de seguridad de la información deberá incluir las medidas que deban implementarse 
en el caso de tratamiento de datos personales para hacer frente a cualquier riesgo, amenaza, 
vulnerabilidad, accesos no autorizados, pérdidas, alteraciones, destrucción o comunicación 
accidental o ilícita en el tratamiento de los datos conforme al principio de seguridad de datos 
personales. El mecanismo gubernamental de seguridad de la información abarcará y aplicará a 
todas las instituciones del sector público, contenidas en el artículo 225 de la Constitución de la 
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República de Ecuador, así como a terceros que presten servicios públicos mediante concesión, u 
otras figuras legalmente reconocidas. Estas, podrán incorporar medidas adicionales al mecanismo 
gubernamental de seguridad de la información.”; 

 
Que,   el numeral 13 del artículo 47 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, señala: 

“Obligaciones del responsable y encargado del tratamiento de datos personales.- El responsable del 
tratamiento de datos personales está obligado a: 13) Designar al Delegado de Protección de Datos 
Personales, en los casos que corresponda.”; 

  
Que,   el artículo 48 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, establece: “Delegado de 

protección de datos personales. Se designará un delegado de protección de datos personales en los 
siguientes casos: 1) Cuando el tratamiento se lleve a cabo por quienes conforman el sector público 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 225 de la Constitución de la República; 2) Cuando las 
actividades del responsable o encargado del tratamiento de datos personales requieran un control 
permanente y sistematizado por su volumen, naturaleza, alcance o finalidades del tratamiento, 
conforme se establezca en esta ley, el reglamento a ésta, en la normativa que dicte al respecto la 
Autoridad de Protección de Datos Personales; 3) Cuando se refiera al tratamiento a gran escala de 
categorías especiales de datos, de conformidad con lo establecido en el reglamento de esta ley; y, 4) 
Cuando el tratamiento no se refiera a datos relacionados con la seguridad nacional y defensa del 
Estado que adolezcan de reserva ni fuesen secretos, de conformidad con lo establecido en la 
normativa especializada en la materia. La Autoridad de Protección de Datos Personales podrá 
definir nuevas condiciones en las que deba designarse un delegado de protección de datos 
personales y emitirá, a dicho efecto, las directrices suficientes para su designación; 

 
Que,   el artículo 49 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, prescribe: “Funciones del 

delegado de protección de datos personales. El delegado de protección de datos personales tendrá, 
entre otras, las siguientes funciones y atribuciones: 1) Asesorar al responsable, al personal del 
responsable y al encargado del tratamiento de datos personales, sobre las disposiciones contenidas 
en esta ley, el reglamento, las directrices, lineamientos y demás regulaciones emitidas por la 
Autoridad de Protección de Datos Personales; 2) Supervisar el cumplimiento de las disposiciones 
contenidas en esta ley, el reglamento, las directrices, lineamientos y demás regulaciones emitidas 
por la Autoridad de Protección de Datos Personales; 3) Asesorar en el análisis de riesgo, evaluación 
de impacto y evaluación de medidas de seguridad, y supervisar su aplicación; 4) Cooperar con la 
Autoridad de Protección de Datos Personales y actuar como punto de contacto con dicha entidad, 
con relación a las cuestiones referentes al tratamiento de datos personales; y, 5) Las demás que 
llegase a establecer la Autoridad de Protección de Datos Personales con ocasión de las categorías 
especiales de datos personales. En caso de incumplimiento de sus funciones, el delegado de 
protección de datos personales responderá administrativa, civil y penalmente, de conformidad con la 
ley.”; 

 
Que,   el artículo 50 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, regula: “Consideraciones 

especiales para el delegado de protección de datos personales.- Para la ejecución de las funciones 
del delegado de protección de datos, el responsable y el encargado de tratamiento de datos 
personales, deberán observar lo siguiente: 1) Garantizar que la participación del delegado de 
protección de datos personales, en todas las cuestiones relativas a la protección de datos personales, 
sea apropiada y oportuna; 2) Facilitar el acceso a los datos personales de las operaciones de 
tratamiento, así como todos los recursos y elementos necesarios para garantizar el correcto y libre 
desempeño de sus funciones; 3) Capacitar y actualizar en la materia al delegado de protección de 
datos personales, de conformidad con la normativa técnica que emita la Autoridad de Protección de 
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Datos Personales; 4) No podrán destituir o sancionar al delegado de protección de datos personales 
por el correcto desempeño de sus funciones; 5) El delegado de protección de datos personales 
mantendrá relación directa con el más alto nivel ejecutivo y de decisión del responsable y con el 
encargado; 6) El titular de los datos personales podrá contactar al delegado de protección de datos 
personales con relación al tratamiento de sus datos personales a fin de ejercer sus derechos; y, 7) El 
delegado de protección de datos personales estará obligado a mantener la más estricta 
confidencialidad respecto a la ejecución de sus funciones. Siempre que no exista conflicto con las 
responsabilidades establecidas en la presente ley, su reglamento, directrices, lineamientos y demás 
regulaciones emitidas por la Autoridad de Protección de Datos Personales, el delegado de 
protección de datos personales podrá desempeñar otras funciones dispuestas por el responsable o el 
encargado del tratamiento de datos personales."; 

 
Que,    el numeral 12 del artículo 68 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, manifiesta: 

“Infracciones graves del Responsable de protección de datos. Se consideran infracciones graves las 
siguientes: 12) No designar al delegado de protección de datos personales cuando corresponda 
(...)"; 

 
Que,    el artículo 40 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, indica: “Las autoridades, 

dignatarios, funcionarios y demás servidores de las instituciones del Estado, actuarán con la 
diligencia y empeño que emplean generalmente en la administración de sus propios negocios y 
actividades, caso contrario responderán, por sus acciones u omisiones, de conformidad con lo 
previsto en esta Ley.”; 

 
Que,     en el Segundo Suplemento del Registro Oficial Nro. 684 de fecha 4 de febrero de 2016, se publicó la 

Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles, en el artículo 1, prescribe: “La presente 
Ley tienen por objeto garantizar el derecho a la identidad de las personas y normar y regular la 
gestión y el registro de los hechos y actos relativos al estado civil de las personas y su 
identificación.”; 

 
Que,   el artículo 5 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles, preceptúa: “La Dirección 

General de Registro Civil, Identificación y Cedulación es una entidad de derecho público, 
desconcentrada, adscrita al ministerio rector del sector, con personalidad jurídica  propia, dotada 
de autonomía administrativa, operativa y financiera.”; 

 
Que,    el artículo 8 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles señala que el Director 

General es la máxima autoridad de la Dirección General de Registro Civil, Identificación y 
Cedulación; 

 
Que,     en el artículo 9 de la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles consta como atribución 

del Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, entre otras: “2. Expedir actos 
administrativos y normativos, manuales e instructivos u otros de similar naturaleza relacionados con 
el ámbito de sus competencias”; 

 
Que,    el artículo 48 del Reglamento a la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, manifiesta: 

“Delegado de protección de datos.- El delegado de protección de datos personales es la persona 
natural que se encarga principalmente de asesorar, velar y supervisar, de manera independiente, el 
cumplimiento de las obligaciones legales imputables al responsable y al encargado del tratamiento 
de datos personales. Podrá realizar otras actividades relacionadas con la protección de datos 
personales que le sean encomendadas por el responsable, siempre que no supongan o exijan del 
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delegado una preparación diversa ni exista un conflicto con las responsabilidades previamente 
adquiridas. El delegado de protección de datos personales desempeñará sus funciones de manera 
profesional, con total independencia del responsable y del encargado del tratamiento de datos 
personales, quienes estarán obligados a facilitar la asistencia, recursos y elementos que les sea 
oportunamente requerido para garantizar el cumplimiento de los deberes, funciones y 
responsabilidades a cargo del delegado. Sin perjuicio de lo que disponga la Ley y este Reglamento, 
corresponderá a la Autoridad de Protección de Datos Personales emitir la normativa que garantice 
la independencia del delegado de protección de datos personales en el desempeño de sus funciones 
en relación con el responsable y encargado."; 

 
Que,     el artículo 49 del Reglamento a la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, manifiesta: “Tipo 

de contratación.- El delegado de protección de datos podrá ser contratado por el responsable del 
tratamiento de datos personales, bajo la figura de relación de  dependencia o a través de un contrato 
de prestación de servicios. Sin perjuicio de lo indicado, en cualquiera de los casos, deberá respetar y 
garantizar que se presten los servicios de manera independiente. Tratándose de las instituciones del 
sector público, el delegado de protección de datos será designado por la máxima autoridad 
institucional (…)”; 

 
Que,   el artículo 55 del Reglamento a la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, señala: 

“Requisitos para ser delegado. - Sin perjuicio de otros requisitos que establezca la Autoridad de 
Protección de Datos Personales, para ser delegado de protección de datos personales, se requerirá: 
1. Estar en goce de los derechos políticos; 2. Ser mayor de edad; 3. Tener título de tercer nivel en 
Derecho, Sistemas de Información, de Comunicación, o de Tecnologías; y, 4. Acreditar experiencia 
profesional de por lo menos cinco años.”; 

 
Que,      el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, establece: 

“La delegación de atribuciones.- Las atribuciones propias de las diversas entidades y autoridades 
de la Administración Pública Central e Institucional, serán delegables en las autoridades u órganos 
de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas por Ley o por Decreto. La 
delegación será publicada en el Registro Oficial. Los delegados de las autoridades y funcionarios de 
la Administración Pública Central e Institucional en los diferentes órganos y dependencias 
administrativas, no requieren tener calidad de funcionarios públicos."; 

 
Que,    el artículo 56 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, señala: 

“Salvo autorización expresa, no podrán delegarse las competencias que a su vez se ejerzan por 
delegación."; 

 
Que,    mediante Decreto del Congreso de la República del Ecuador, s/n, publicado en el Registro Oficial Nro. 

1252 de fecha 29 de octubre de 1900, se estableció desde el 1 de enero de 1901, la  creación del 
Registro Civil en la República del Ecuador; 

 
Que,    mediante Decreto Ejecutivo Nro. 8 de fecha 13 de agosto de 2009, publicado en el Registro Oficial 

Nro. 10 de 24 de agosto de 2009, se dispuso: “Adscríbase la Dirección General de Registro Civil, 
Identificación y Cedulación al Ministerio de Telecomunicaciones y Sociedad de la Información, el 
que supervisará la inmediata reforma y modernización de esa entidad. El Director General de 
Registro Civil, Identificación y Cedulación, será nombrado por el Ministro de Telecomunicaciones y 
podrá dictar la normativa interna de carácter general."; 

 



Viernes 30 de mayo de 2025

8 

Registro Oficial Nº 49

 
 
 
 

 
 

RESOLUCIÓN Nro. 010–DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2025 
 

 
Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación 
Dirección: Amazonas N37-61 y Naciones Unidas 
Código postal: 170507 / Quito Ecuador   Teléfono: +593-2 3731110 
www.registrocivil.gob.ec  

Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. MINTEL-MINTEL-2024-0002, el Ministro de 
Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información designó Mgs. Ottón José Rivadeneira 
González, como Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, desde el 08 de 
febrero de 2024;  

 
Que, las Normas de Control Interno para las Entidades, Organismos del Sector Público y Personas 

Jurídicas de Derecho Privado que dispongan de Recursos Públicos, publicada en el Suplemento Nro. 
257 de 27 de febrero de 2023, Norma 200-05 Delegación de autoridad, establece: “La asignación de 
responsabilidad, la delegación de autoridad y el establecimiento de políticas conexas, ofrecen una 
base para el seguimiento de las actividades, objetivos, funciones operativas y requisitos regulatorios, 
incluyendo la responsabilidad sobre los sistemas de información y autorizaciones para efectuar 
cambios. La delegación de competencias debe conllevar, no sólo la exigencia de la responsabilidad 
por el cumplimiento de los procesos y actividades correspondientes, sino también la asignación de la 
autoridad necesaria, a fin de que los servidores puedan emprender las acciones más oportunas para 
ejecutar su cometido de manera expedita y eficaz.”; 

 
Que,    en Edición Especial del Registro Oficial Nro. 822 de fecha 19 de marzo de 2019 se publicó el Estatuto 

Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Dirección General de Registro Civil, 
Identificación y Cedulación, en el numeral 1.1.1, consta entre otras atribuciones del Director General 
de la DIGERCIC, dentro del proceso gobernante, las siguientes: "a. Ejercer todas las atribuciones 
que se establecen en la Ley Orgánica de Gestión de la Identidad y Datos Civiles y demás normativa 
vigente; (…) c. Ejercer la rectoría sobre el Sistema Nacional de Registro Civil, Identificación y 
Cedulación; (…) e. Establecer la política institucional en el ámbito de sus competencias; f. Dirigir la 
gestión de las áreas operativas y administrativas; (…) h. Expedir los actos y hechos que requiera la 
gestión institucional; y, i. Establecer y efectuar el seguimiento al cumplimiento del direccionamiento 
estratégico institucional”; 

 
Que,  mediante Resolución Nro. 045–DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2024, el Mgs. Ottón José Rivadeneira 

González, en calidad de Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación resolvió: 
“Artículo 2.- Designar como Delegada de Protección de Datos de la Dirección General de Registro 
Civil, Identificación y Cedulación a la Mgs. Andrea Cristina Garnica Rojas, Analista de Normativa 
2, servidora de la Dirección de Patrocinio y Normativa”;  

 
Que, mediante Memorando Nro. DIGERCIC-DIGERCIC-2025-0200-M de 09 de mayo de 2025, el Mgs. 

Ottón José Rivadeneira González, en calidad de Director General de Registro Civil Identificación y 
Cedulación solicita a la Coordinadora General de Asesoría Jurídica:  

 
“(…) Revocar la designación de la Mgs. Andrea Cristina Garnica Rojas como Delegada de 
Protección de Datos Personales de la Dirección General de Registro Civil, Identificación y 
Cedulación, efectuada mediante Resolución Nro. 045-DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2024 de 27 de 
noviembre de 2024. Designar como nuevo Delegado de Protección de Datos Personales al Abg. 
Rafael Eduardo Moreno Villa, Analista de Normativa 2, servidor de la Dirección de Patrocinio y 
Normativa, en reemplazo de la servidora saliente. (…)” . 

 
En ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 9, numeral 2 de la Ley Orgánica de Gestión de la 
Identidad y Datos Civiles, 
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RESOLUCIÓN Nro. 010–DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2025 
 

 
Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación 
Dirección: Amazonas N37-61 y Naciones Unidas 
Código postal: 170507 / Quito Ecuador   Teléfono: +593-2 3731110 
www.registrocivil.gob.ec  

RESUELVE: 
 
DELEGACIÓN PARA PROTECCIÓN DE DATOS DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE REGISTRO 
CIVIL, IDENTIFICACIÓN Y CEDULACIÓN – DIGERCIC 
 
Artículo 1.- Revocar la designación como Delegada de Protección de Datos de la Dirección General de 
Registro Civil, Identificación y Cedulación a la Mgs. Andrea Cristina Garnica Rojas, Analista de Normativa 
2, servidora de la Dirección de Patrocinio y Normativa conforme lo establecido en la Disposición General 
Segunda de la Resolución 045–DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2024. 
 
Artículo 2.- Designar como Delegado de Protección de Datos de la Dirección General de Registro Civil, 
Identificación y Cedulación al Abg. Rafael Eduardo Moreno Villa, Analista de Patrocinio 2, servidor de la 
Dirección de Patrocinio y Normativa, quien será el encargado de asesorar, velar y supervisar, de manera 
independiente, el cumplimiento de las obligaciones legales imputables al responsable y al encargado del 
tratamiento de datos personales, conforme lo dispuesto por el artículo 48 del Reglamento a la Ley de Datos 
Personales. 
 
Artículo 3.- El delegado será responsable de los actos y resoluciones adoptadas en el ejercicio de la 
delegación conferida a través de la presente resolución, debiendo velar que sus actuaciones se realicen de 
conformidad con lo estipulado en la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, su Reglamento y demás 
normativa expedida para el efecto; así como, responder ante los organismos de control correspondientes por 
los actos u omisiones realizados en el ejercicio de la presente delegación. 
 
Artículo 4.- El delegado deberá registrar su delegación en la página de la Superintendencia de Protección de 
Datos Personales, de conformidad con lo estipulado en la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, su 
Reglamento y demás normativa expedida para el efecto. 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
PRIMERA. - Encárguese al delegado del cumplimiento y ejecución de la presente resolución. 
 
SEGUNDA.- La presente delegación se sujeta a lo prescrito en el artículo 73 
del Código Orgánico Administrativo por lo que, el Director General de Registro Civil, 
Identificación y Cedulación, podrá revocar la atribución delegada en la presente Resolución en 
cualquier momento, de así considerarlo oportuno de conformidad con el numeral 1 de la norma 
ibídem; retomando la atribución delegada, sin necesidad de que ésta sea reformada o derogada. 
 
TERCERA.- En caso de existir duda respecto de la delegación y demás disposiciones contenidas 
en esta Resolución, deberá ser elevada a consulta ante la máxima autoridad de la institución, 
quien la resolverá, previo criterio jurídico de la Dirección de Asesoría Jurídica de la Coordinación 
General de Asesoría Jurídica de la DIGERCIC. 
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
 
PRIMERA. - Deróguese la Resolución Nro. 045–DIGERCIC-CGAJ-DPyN-2024 de 27 de noviembre de 
2024. 
 

DISPOSICIONES FINALES 
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Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación 
Dirección: Amazonas N37-61 y Naciones Unidas 
Código postal: 170507 / Quito Ecuador   Teléfono: +593-2 3731110 
www.registrocivil.gob.ec  

PRIMERA. - Por medio de la Unidad de Gestión de Secretaría de la DIGERCIC notifíquese el contenido de 
la presente resolución al Abg. Rafael Eduardo Moreno Villa, Analista de Patrocinio 2, de la Dirección de 
Patrocinio y Normativa; a las siguientes áreas de la Dirección General de Registro Civil, Identificación y 
Cedulación: Subdirección General, Coordinaciones Generales, Direcciones Nacionales, Coordinaciones 
Zonales y Oficial de Seguridad de la Información; así como el envío  al Registro Oficial para la publicación 
correspondiente. 
 
SEGUNDA. - La presente Resolución entrará en vigencia a partir de la suscripción sin perjuicio de su 
publicación en el Registro Oficial. 
 
 
 
Dado en la ciudad y Distrito Metropolitano de Quito, a los 12 (doce) días del mes de mayo de 2025. 
 
 
 
 
 
 

Mgs. Ottón José Rivadeneira González 
DIRECTOR GENERAL DE REGISTRO CIVIL, IDENTIFICACIÓN Y CEDULACIÓN 

 
 

Acción Nombre /Cargo Firma 
 
 Elaborado por: 

 
Abg. Jessica Fernanda Sandoval Montalvo  

SECRETARIA DE 
DIRECCIÓN/COORDINACIÓN 

GENERAL 

 

 Revisado  por: Abg. Víctor Oquendo Torres 
DIRECTOR DE PATROCINIO Y 

NORMATIVA 

 

 
 Autorizado por: Abg. María José Rentería Landívar 

COORDINADORA GENERAL DE 
ASESORÍA JURÍDICA 

 

 
 

Firmado electrónicamente por:

JESSICA FERNANDA
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RESOLUCIÓN Nro. JPRM-2025-004-M 
 

LA JUNTA DE POLÍTICA Y REGULACIÓN MONETARIA 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 226, prescribe que las 

servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad 
estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la Ley; 

 
Que, el artículo 227 ibidem señala que la Administración Pública constituye un servicio a la 

colectividad que se rige por los principios de eficacia, calidad, jerarquía, coordinación, 
planificación, entre otros; 

 
Que, el inciso primero del artículo 303 de la Constitución de la República determina que la 

formulación de las políticas monetaria, crediticia, cambiaria y financiera es facultad 
exclusiva de la Función Ejecutiva y se instrumentará a través del Banco Central del 
Ecuador; 

 
Que, el artículo 26 del Código Orgánico Monetario y Financiero indica: “Naturaleza jurídica 

del Banco Central del Ecuador y normativa específica. El Banco Central del Ecuador es 
una persona jurídica de derecho público, parte de la Función Ejecutiva, de duración 
indefinida, con autonomía institucional, administrativa, presupuestaria y técnica”; 

 
Que, el inciso segundo del artículo 32 del Código Orgánico ya referido establece que: “(…) 

Dentro de los tres meses posteriores al cierre de su ejercicio financiero, el Banco Central 
del Ecuador publicará, y presentará a la Asamblea Nacional y al ente rector de las 
finanzas públicas, un informe aprobado por la Junta de Política y Regulación 
Monetaria, sobre el estado de la economía durante dicho ejercicio financiero, incluida 
una proyección de la economía para el año siguiente, enfatizando en sus objetivos de 
política. (…)”; 

 
Que, el artículo 47.1 del Código ibidem creó la Junta de Política y Regulación Monetaria, 

como parte de la Función Ejecutiva, responsable de la formulación de la política 
monetaria, máximo órgano de gobierno del Banco Central del Ecuador, y determinó su 
conformación; 

 
Que, el numeral 26 del artículo 47.6 ut supra, respecto de las funciones de la Junta de 

Política y Regulación Monetaria, establece: “(…) 26. Las demás que le sean conferidas 
por la ley”; 
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Que, el artículo 47.7 del Código ibidem señala que: “Los actos de la Junta de Política y 
Regulación Monetaria gozan de la presunción de legalidad y se expresarán mediante 
resoluciones que tendrán fuerza obligatoria (…)”; 

 
Que, el “Informe de evolución de la economía ecuatoriana en el 2024 y perspectivas 2025” 

ofrece un análisis fundamentado y exhaustivo de la situación macroeconómica del 
Ecuador durante el año 2024, en diversos sectores como el fiscal, monetario y 
financiero. A su vez, sirve como insumo para la adopción de medidas que coadyuvan a 
mantener la estabilidad y crecimiento económico para el año 2025 en el país. 

 
Que, le corresponde a la Junta de Política y Regulación Monetaria conocer y aprobar el 

informe elaborado por el Banco Central del Ecuador respecto al estado de la economía 
durante el ejercicio financiero correspondiente al 2024, incluida la proyección de la 
economía para el 2025; 

 
Que, la Junta de Política y Regulación Monetaria, en sesión extraordinaria por modalidad 

virtual, con fecha 31 de marzo de 2025, conoció el Informe de la evolución de la 
economía ecuatoriana en 2024 y perspectivas 2025, remitido mediante memorando 
Nro. BCE-BCE-2025-0068-M, de 26 de marzo de 2025, por el Gerente General del 
Banco Central del Ecuador a la Presidente de la Junta de Política y Regulación 
Monetaria, así como el informe jurídico Nro. BCE-GJ-011-2025, de 26 de marzo de 
2025; 

 
En ejercicio de sus funciones y en atención del artículo 47.7 del Código Orgánico Monetario y 
Financiero, la Junta de Política y Regulación Monetaria, 
 

RESUELVE: 
 

Artículo 1.- Aprobar el informe sobre el estado de la economía ecuatoriana durante el ejercicio 
financiero 2024 y la proyección de la economía para el año 2025, presentado por el Banco 
Central del Ecuador. 
 
DISPOSICIÓN FINAL. - Esta resolución entrará en vigencia a partir de la presente fecha, sin 
perjuicio de su publicación posterior en el Registro Oficial.  
 
Encárguese de su publicación en la página web institucional, a la Secretaría General del Banco 
Central del Ecuador. 
 
COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE. - Dada en el Distrito Metropolitano de Quito, el 31 de marzo 
de 2025. 
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LA PRESIDENTE 

 
 
 

Dra. TATIANA MARIBEL RODRÍGUEZ CERÓN 
 
 
Firmó la resolución que antecede la doctora Tatiana Maribel Rodríguez Cerón - Presidente de 
la Junta de Política y Regulación Monetaria, en el Distrito Metropolitano de Quito, el 31 de 
marzo de 2025.- LO CERTIFICO. 
 
 
 

SECRETARIA ADMINISTRATIVA 
 
 
 

Ab. MARÍA ALEXANDRA GUERRERO DEL POZO 

Firmado electrónicamente por:

MARIA ALEXANDRA
GUERRERO DEL POZO

Firmado electrónicamente por:

TATIANA MARIBEL
RODRIGUEZ CERON
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Resolución Nro. SENAE-SENAE-2025-0014-RE

Guayaquil, 25 de febrero de 2025

SERVICIO NACIONAL DE ADUANA DEL ECUADOR

 

DIRECCIÓN GENERAL

 
Que, el numeral 3 del artículo 225 de la Constitución de la República del Ecuador expresamente
señala: “Los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley para el ejercicio de la
potestad estatal, para la prestación de servicios públicos o para desarrollar actividades
económicas asumidas por el Estado”; 
  
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que: “Las instituciones
del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les
sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución”; 
  
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que: “La
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de
eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación,
participación, planificación, transparencia y evaluación”; 
  
Que, el artículo 300 de la Constitución de la República del Ecuador señala que: “El régimen
tributario se regirá por los principios de generalidad, progresividad, eficiencia, simplicidad
administrativa, irretroactividad, equidad, transparencia y suficiencia recaudatoria. Se priorizarán
los impuestos directos y progresivos”; 
  
Que, el artículo 205 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, indica que: 
“El servicio de aduana es una potestad pública que ejerce el Estado, a través del Servicio Nacional
de Aduana del Ecuador, sin perjuicio del ejercicio de atribuciones por parte de sus delegatarios
debidamente autorizados y de la coordinación o cooperación de otras entidades u órganos del
sector público, con sujeción al presente cuerpo legal, sus reglamentos, manuales de operación y
procedimientos, y demás normas aplicables. La Aduana tiene por objeto: facilitar el comercio
exterior y ejercer el control de la entrada y salida de mercancías, unidades de carga y medios de
transporte por las fronteras y zonas aduaneras de la República, así como quienes efectúen
actividades directa o indirectamente relacionadas con el tráfico internacional de mercancías;
determinar y recaudar las obligaciones aduaneras causadas por efecto de la importación y
exportación de mercancías, conforme los sistemas previstos en el código tributario; resolver los
reclamos, recursos, peticiones y consultas de los interesados; prevenir, perseguir y sancionar las
infracciones aduaneras; y, en general, las atribuciones que le son propias a las Administraciones
Aduaneras en la normativa adoptada por el Ecuador en los convenios internacionales (…)”; 
  
Que, el artículo 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, determina que “Los
Ministros de Estado y las máximas autoridades de las instituciones del Estado, son responsables de
los actos, contratos o resoluciones emanados de su autoridad (…)”; y, señala entre las
atribuciones y obligaciones específicas del titular de la entidad: “(…) e) Dictar los

1/5
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correspondientes reglamentos y demás normas secundarias necesarias para el eficiente, efectivo y
económico funcionamiento de sus instituciones”; 
  
Que, la Ley Orgánica de Telecomunicaciones en el artículo 140 prescribe que: “El Ministerio
encargado del sector de las Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información es el órgano
rector de las telecomunicaciones y de la sociedad de la información, informática, tecnologías de la
información y las comunicaciones y de la seguridad de la información. A dicho órgano le
corresponde el establecimiento de políticas, directrices y planes aplicables en tales áreas para el
desarrollo de la sociedad de la información, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley, su
Reglamento General y los planes de desarrollo que se establezcan a nivel nacional. Los planes y
políticas que dicte dicho Ministerio deberán enmarcarse dentro de los objetivos del Plan Nacional
de Desarrollo y serán de cumplimiento obligatorio tanto para el sector público como privado”; 
  
Que, el artículo 216 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, establece entre
las atribuciones y competencias del Director General, “a) Representar legalmente al Servicio
Nacional de Aduana del Ecuador; b. Administrar los bienes, recursos materiales, humanos y
fondos del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador, facultad que comprende todos los actos de
inversión, supervisión, y aquellos que como medio se requieran para el cumplimiento de los fines
de la institución; (…) k. Ejercer las funciones de autoridad nominadora en el Servicio Nacional de
Aduana del Ecuador; l. Expedir, mediante resolución los reglamentos, manuales, instructivos,
oficios circulares necesarios para la aplicación de aspectos operativos, administrativos,
procedimentales, de valoración en aduana y para la creación, supresión y regulación de las tasas
por servicios aduaneros, así como las regulaciones necesarias para el buen funcionamiento de la
administración aduanera y aquellos aspectos operativos no contemplados en este Código y su
reglamento; y, m. Las demás que establezca la ley (…)”; 
  
Que, el artículo 130 del Código Orgánico Administrativo prescribe que: “(…) Las máximas
autoridades administrativas tienen competencia normativa de carácter administrativo únicamente
para regular los asuntos internos del órgano a su cargo, salvo los casos en los que la ley prevea
esta competencia para la máxima autoridad legislativa de una administración pública. La
competencia regulatoria de las actuaciones de las personas debe estar expresamente atribuida en
la ley”; 
  
Que, la Ley Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual en el artículo 7 literal o)
dispone que: "(...) El ente rector de la transformación digital tendrá las siguientes atribuciones:
(...) o. Emitir las directrices y establecer los parámetros en materia de la seguridad de la
información y ciberseguridad, que las entidades deberán observar en el establecimiento y
ejecución de sus planes de transformación digital y monitorearlos a través del Centro de
Respuestas o Incidentes de seguridad Informática, que será puesto en marcha y operado por el ente
rector de la transformación digital (...)" 
  
Que, la Ley Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual en el artículo 17 determina que: 
“La seguridad digital es el estado de confianza en el entorno digital que resulta de la gestión y
aplicación de un conjunto de medidas proactivas y reactivas frente a los riesgos que afectan la
seguridad de las personas, la prosperidad económica y social, la seguridad nacional y los objetivos
nacionales en dicho entorno. Se sustenta en la articulación con actores del sector público, sector
privado y otros quienes apoyan en la implementación de controles, acciones y medidas”; 
  

2/5
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Que, el artículo 18 de la Ley Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual dispone que: 
“El Marco de Seguridad Digital se constituyen en el conjunto de principios, modelos, políticas,
normas, procesos, roles, tecnología y estándares mínimos que permitan preservar la
confidencialidad, integridad, disponibilidad de la información en el entorno digital administrado
por las entidades de la Administración Pública”; 
  
Que, el artículo 20 de la Ley Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual, con relación a
la articulación de la seguridad digital con la seguridad de la información, establece que: “El Marco
de Seguridad Digital se articula y sustenta en las normas, procesos, roles, responsabilidades y
mecanismos regulados e implementados a nivel nacional en materia de Seguridad de la
Información. La Seguridad de la Información se enfoca en la información, de manera
independiente de su formato y soporte. La seguridad digital se ocupa de las medidas de la
seguridad de la información procesada, transmitida, almacenada o contenida en el entorno digital,
procurando generar confianza, gestionando los riesgos que afecten la seguridad de las personas y
la prosperidad económica y social en dicho entorno”; 
  
Que, en el artículo 1 del Acuerdo No. MINTEL-MINTEL-2024-0003 de 08 de febrero de 2024, el
Ministro de Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información acordó: “Expedir el Esquema
Gubernamental de Seguridad de la Información – EGSI, Mecanismo para Implementar el Sistema
de Gestión de Seguridad de la Información en el Sector Público”; 
  
Que, el artículo 2 del Acuerdo No. MINTEL-MINTEL-2024-0003, establece que: “El EGSI es de
implementación obligatoria en las entidades, organismos e instituciones del sector público, de
conformidad con lo establecido en el artículo 225 de la Constitución de la República del Ecuador y
los artículos 7 literal o), y 20 de la Ley Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual; y,
además, es de implementación obligatoria para terceros que presten servicios públicos mediante
concesión, u otras figuras legalmente reconocidas, quienes podrán incorporar medidas adicionales
de seguridad de la información”; 
  
Que, el artículo 3 del Acuerdo No. MINTEL-MINTEL-2024-0003 determina que: “Las
Instituciones obligadas a implementar el EGSI realizarán la Evaluación de Riesgos sobre sus
activos de información en los procesos esenciales y diseñarán el plan para el tratamiento de los
riesgos de su Institución, utilizando como referencia la “GUÍA PARA LA GESTIÓN DE RIESGOS
DE SEGURIDAD DE LA INFORMACIÓN”, que es parte del Anexo del presente Acuerdo
Ministerial, previo a la actualización o implementación de los controles de seguridad de la
información. Las instituciones deberán elaborar anualmente el “Informe de cumplimiento de la
Gestión de Riesgos de seguridad de la información” debidamente suscrito por el presidente del
Comité de Seguridad de la Información, el cual será puesto a conocimiento de la máxima
autoridad, documento que servirá de insumo para el proceso de mejora continua”; 
  
Que, el artículo 5 del Acuerdo No. MINTEL-MINTEL-2024-0003, determina que: “Es
responsabilidad de la máxima autoridad de cada institución, en la implementación del Esquema
Gubernamental de Seguridad de la Información, conformar la estructura de seguridad de la
información institucional, con personal formado y experiencia en gestión de seguridad de la
información, así como asignar los recursos necesarios”; 
  
Que, en el Anexo C GUÍA PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE CONTROLES DE SEGURIDAD
DE LA INFORMACIÓN del Acuerdo No. MINTEL-MINTEL-2024-0003, en la sección
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1.Controles Organizacionales, numeral 1.1 Políticas de seguridad de la información detalla lo 
siguiente “(...) b) La máxima autoridad de la institución debe aprobar la Política de seguridad de
la información (alto nivel) y cualquier cambio, elaborado / coordinado por el oficial de seguridad
y revisada por el comité de seguridad de la información, definiendo la directriz necesaria para
gestionar la seguridad de la información (...)”  
  
Que, el numeral 6.5.1.1 del Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Servicio
Nacional de Aduana del Ecuador, expedido mediante Resolución No. DGN-0282-2011 publicada
en Edición Especial del Registro Oficial No.244, 10 de febrero del 2012, y reformado en
Suplemento del Registro Oficial No. 623, del 21 de enero del 2022, constan las atribuciones y
responsabilidades del Director General del Servicio Nacional del Ecuador; 
  
En ejercicio de las atribuciones que le confiere la Constitución de la República del Ecuador, el
Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Servicio Nacional de Aduana del
Ecuador y el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, 
  
 
 

RESUELVE:

  
Artículo 1.- Expedir la Política de Seguridad de la Información del Servicio Nacional de Aduana
del Ecuador contenida en el documento Nro. SENAE-PI-3-2-000-V1, que se encuentra anexo y
forma parte integral de la presente resolución. 
  
Artículo 2.- De la ejecución, monitoreo y seguimiento de la Política de Seguridad de la
Información del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador, encárguese al Comité de Seguridad de
la Información y al Oficial de Seguridad de la Información, en el ámbito de sus competencias. 
  

DISPOSICIONES FINALES

  
PRIMERA.- La presente resolución entrará en vigencia a partir su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 
  
SEGUNDA.- Encárguese al Comité de Seguridad de la Información la ejecución de la presente 
resolución. 
  
TERCERA. - Encárguese a la Dirección de Secretaría General de la Dirección General del
Servicio Nacional de Aduana del Ecuador, la difusión de la presente resolución, así como, el
formalizar las diligencias necesarias para su publicación en el Registro Oficial, en la Gaceta
Tributaria Digital y en la Biblioteca Aduanera. 
  
CUARTA.- Encárguese a la Dirección de Tecnologías de la Información del Servicio Nacional de
Aduana del Ecuador, la publicación de la presente resolución en el Sistema de Administración del
Conocimiento (SAC) del Ecuapass. 
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Dado y firmado en el Despacho Principal de la Dirección General del Servicio Nacional de Aduana
del Ecuador, en la ciudad de Santiago de Guayaquil. 

 

Documento firmado electrónicamente

Abg. Ivan Fernando Rosero Rodriguez
DIRECTOR GENERAL, (E) 

Anexos: 
- _de_la_información-signed-signed-signed-signed-signed-signed-signed-signed-signed-signed-signed.pdf

Copia: 
Señorita Licenciada
Glenda Pilar Cabrera Guadamud
Secretaria de la Dirección General, Nacional y Distrital
 

Señora Abogada
María Fernanda García Elias
Asesor 2
 

Señorita Magíster
María José Álvarez Contreras
Asesora

merp/jc/al/mjac
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SERVICIO NACIONAL DE ADUANA DEL ECUADOR

 

DIRECCIÓN GENERAL 
CONSIDERANDO:

  
Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 85, establece: “(...) En la formulación,
ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios públicos se garantizará la participación de
las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades.”; 
  
Que, el artículo 226 de la norma ibídem, determina que: “Las instituciones del Estado, sus organismos,
dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal
ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. (…)”; 
  
Que, el artículo 227 de la norma ibídem, menciona que: “La administración pública constituye un servicio a la
colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración,
descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación.”; 
  
Que, el artículo 424 de la norma ibídem, señala que: “(...) La Constitución es la norma suprema y prevalece
sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener
conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica (...)”; 
 
Que, el artículo 425 de la norma ibídem, determina que: “El orden jerárquico de aplicación de las normas será
el siguiente: “(...) La Constitución; los tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; las leyes
ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos; las ordenanzas; los
acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y decisiones de los poderes públicos (...)”; 
 
Que, el artículo 10 del Acuerdo sobre Facilitación al Comercio indica sobre las “Formalidades en relación con
la importación, la exportación y el tránsito”: 
 
"1 Formalidades y requisitos de documentación 
  
1.1 Con miras a reducir al mínimo los efectos y la complejidad de las formalidades de importación, exportación
y tránsito y a reducir y simplificar los requisitos de documentación para la importación, la exportación y el
tránsito y teniendo en cuenta los objetivos legítimos de política y otros factores como el cambio de las 

circunstancias, las nuevas informaciones pertinentes, las prácticas comerciales, la disponibilidad de técnicas y 

tecnologías, las mejores prácticas internacionales y las contribuciones de las partes interesadas, cada
Miembro examinará tales formalidades y requisitos de documentación y, sobre la base de los resultados del
examen, se asegurará, según proceda, de que esas formalidades y requisitos de documentación: a) se adopten
y/o apliquen con miras al rápido levante y despacho de las mercancías, en particular de las mercancías
perecederas; b) se adopten y/o apliquen de manera que se trate de reducir el tiempo y el costo que supone el
cumplimiento para los comerciantes y operadores; c) sean la medida menos restrictiva del comercio elegida,
cuando se disponga razonablemente de dos o más medidas alternativas para cumplir el objetivo o los objetivos
de política en cuestión; y d) no se mantengan, total o parcialmente, si ya no son necesarios.(…); (Énfasis de mi 
autoría); 
  
Que, la Ley Orgánica de Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos y de la
Financiación de Otros Delitos, publicada en el Cuarto Suplemento del Registro Oficial Nro. 610 del 29 de julio
de 2024, introduce varios cambios en cuanto al control de lavado de activos que debe realizar el Servicio
Nacional de Aduana del Ecuador en la Salas Internacionales de Viajeros y puntos fronterizos: 
  
“Artículo 4.- Definiciones.- A efectos de la presente ley, se entiende por: 
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(…) k. Declaración falsa: Se refiere a una tergiversación del valor de la moneda o INP que se transportan o
una tergiversación de otros datos relevantes que se requieren que sean presentados en la declaración o
solicitado de alguna otra manera por las autoridades. Ello incluye el no hacer una declaración como se
requiere. (…) 
  
 r. Instrumentos negociables al portador: Son títulos los que no designan a persona alguna como titular,
aunque no incluyan la cláusula o mención de que son “al portador”; lo son también los que contengan dicha
mención o cláusula. La simple exhibición del título legitimará al portador y su tradición se producirá por la
sola entrega. 
 
Los títulos al portador sólo podrán expedirse en los casos expresamente autorizados por la Ley. 
  
Los títulos al portador creados en contravención a lo dispuesto en este artículo no producirán efectos como
títulos valores. (…) 
  
ff. Transporte físico transfronterizo: Se refiere al transporte físico entrante o saliente de moneda o instrumentos
negociables al portador desde un país hacia otro país. El término incluye los siguientes modos de transporte:
(1) transporte físico por una persona natural o en el equipaje o vehículo que acompaña a esa persona; (2)
cargamento de moneda o INP mediante carga en contenedores, o (3) el envío por correo de moneda o INP por
una persona natural o una persona jurídica. (…); 
  
Artículo 84.- Formulario de Registro Aduanero.- Sin perjuicio de la obligación que tiene toda persona de
declarar y pagar el impuesto a la salida de divisas, de conformidad con la Ley para la Equidad Tributaria,
quien ingrese o salga del país con dinero en efectivo, instrumentos negociables al portador, metales y piedras
preciosas cuyo valor sea igual o supere los diez mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente
en otras monedas, tiene además la obligación de declararlos ante la autoridad aduanera. Esto aplica tanto a
viajeros, transporte de carga o envíos de dinero. 
  
La declaración será en línea y de manera excepcional a través de una declaración física. Es obligatoria en
ambos casos, siguiendo los procedimientos que defina para ello la Autoridad Aduanera Nacional. 
  
Artículo 85.- Control sobre la Declaración de Registro Aduanero.- El control de esta declaración es de
carácter permanente y es realizado en puertos, puntos fronterizos y aeropuertos por parte de los funcionarios
competentes del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador, de la Policía Nacional y la Subsecretaría de
Migración del Ministerio del Interior. 
  
Otras autoridades presentes en puertos, puntos fronterizos y aeropuertos deben cooperar en el control de las
declaraciones aduaneras. Las autoridades señaladas en este artículo deben coordinar con entidades públicas
que tengan sistemas implementados para el registro de pasajeros, y estos tendrán la obligación de colaborar
para este fin. 
  
Artículo 86.- Formulario con información falsa u omisión de la declaración.- Al descubrirse una declaración
falsa o la ausencia de declaración, la Autoridad Aduanera Nacional, la Policía Nacional del Ecuador o la
Subsecretaría de Migración del Ministerio de Gobierno puede requerir y obtener información adicional del
portador, pasajero o envío, respecto del origen del dinero en efectivo, instrumentos negociables al portador,
metales, piedras preciosas y del uso que se pretenda dar a los mismos. 
  
Artículo 87.- Multa por valores no declarados.- La Autoridad Aduanera Nacional puede imponer una multa
administrativa del 30% del total de los valores no declarados o declarados falsamente, sin perjuicio de que se
continúe con las acciones penales en caso de existir delito. 
  
Artículo 88.- Multa en caso de reincidencia.- En caso de reincidencia en la no declaración o declaración falsa,
la Autoridad Aduanera Nacional puede imponer una multa equivalente al 50% del total del valor no declarado
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o declarados falsamente. 
  
Artículo 89.- Reporte de valores sospechosos.- La Autoridad Aduanera Nacional debe notificar a la Fiscalía
General del Estado en caso de sospecha que el dinero en efectivo, instrumentos negociables al portador,
metales o piedras preciosas transportados, sean producto de un ilícito o estén vinculados al lavado de activos,
sus delitos precedentes, la financiación del terrorismo o la financiación de la proliferación de armas de
destrucción masiva. 
  
Artículo 90.- Reporte en línea del formulario de registro aduanero a la Unidad de Análisis Financiero y 

Económico.- La Autoridad Aduanera Nacional debe reportar en línea a la Unidad de Análisis Financiero y
Económico las declaraciones que se efectúen al ingreso y salida del país. 
  
Además, la Autoridad Aduanera Nacional debe notificar a la Unidad de Análisis Financiero y Económico todos
los incidentes relacionados con la declaración falsa, la falta de declaración o sospecha de vínculo ilícito,
siguiendo los lineamientos que para el efecto emita esta entidad"; 
  
Que, la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, publicada en el Suplemento del
Registro Oficial No. 398, de fecha 7 de Agosto de 2008, en el Título II de los servicios de transporte, Capítulo I
de las clases de servicios de transporte terrestre, establece: 
  
“Art. 51.- Para fines de aplicación de la presente Ley, se establecen las siguientes clases de servicios de
transporte terrestre: 
  
a) Público; 
b) Comercial; 
c) Por cuenta propia; 
d) Particular. 
  
Art. 52.- El Estado garantizará la prestación del servicio de transporte público en forma colectiva y/o masiva
de personas, animales y bienes, dentro del territorio nacional, haciendo uso del parque automotor ecuatoriano
y sujeto a una contraprestación económica. 
  
Art. 56.- Prestación del servicio de transporte público.- El servicio de transporte público podrá ser prestado
por el Estado u otorgado mediante el respectivo título habilitante a operadoras legalmente constituidas, sobre
la base de un informe técnico de las necesidades definidas en el Plan de Rutas y Frecuencias aprobado por la
Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Segundad Vial o por los
Gobiernos Autónomos Descentralizados, de acuerdo con sus competencias, con base en el respectivo Plan de
Desarrollo y Ordenamiento Territorial. 
  
Para operar un servicio público de transporte deberá cumplir con los términos establecidos en la presente Ley
y su Reglamento. 
  
Comprende también al que se presta mediante tranvías, metros, teleféricos, funiculares y otros similares y será
servido a través de rutas, cables o fajas transportadoras preestablecidas. 
  
Art. 56.a.- De los tipos de Transporte Público de Pasajeros.- .- El servicio de transporte terrestre público de
pasajeros, puede ser de los siguientes tipos: 
  
1 Transporte colectivo.- Destinado al traslado colectivo de personas, que pueden tener estructura exclusiva y
operen sujetos a itinerario, horario, niveles de servido y política tarifaria. 
2. Transporte masivo - Destinado al traslado masivo de personas sobre infraestructuras exclusivas a nivel,
elevada o subterránea, creada específica y únicamente para el servicio; que operen sujetos a itinerario,
horario, niveles de servicio y política tarifaria. (…). 
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Art. 57.- Servicio de Transporte Comercial.- Se denomina servicio de transporte comercial el que se presta a
terceras personas a cambio de una contraprestación económica, siempre que no sea servicio de transporte
colectivo o masivo. Para operar un servicio comercial de transporte se requerirá de un permiso de operación,
en los términos establecidos en la presente Ley. 
  
Dentro de esta clasificación se encuentran el servicio de transporte escolar e institucional, taxis, alternativo
comunitario rural excepcional, tricimotos, carga pesada, carga liviana, mixto de pasajeros y/o bienes; y,
turístico, los cuales serán prestados únicamente por operadoras de transporte terrestre autorizadas para tal
objeto y que cumplan con los requisitos y las características especiales de seguridad, establecidas por la
Agencia Nacional de Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial. Para el caso
del servicio ele transporte alternativo comunitario rural excepcional, la emisión de títulos habilitantes se podrá
otorgar a personas naturales o jurídicas. (…). 
  
Art. 58.- Transporte por cuenta propia.- El transporte por cuenta propia es un servicio que satisface
necesidades de movilización de personas o bienes, dentro del ámbito de las actividades comerciales exclusivas
de las personas naturales y/o jurídicas, mediante el uso de su(s) propio(s) vehículo(s), o vehículo(s)
alquilado(s) para prestar su servicio en todas las categorías contempladas en la Norma Técnica Ecuatoriana
INEN que contenga la clasificación vehicular. No se incluye en esta clase el servicio particular, personal o 
familiar. 
  
En el servicio de transporte por cuenta propia para movilización de personas, la Agencia Nacional de
Regulación y Control del Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, será el ente encargado de emitir la
autorización correspondiente, en los términos establecidos en la presente Ley y su Reglamento. 
  
Para el caso de establecimientos de alojamiento registrados por el Ministerio de Turismo y categorizados
como: Hotel 2 estrellas a 5 estrellas, Hostal 1 estrella a 3 estrellas, Hostería - Hacienda Turística 3 estrellas a
5 estrellas, Lodge y Resort 4 estrellas a 5 estrellas, el sentido de transporte para movilización de personas
provisto por estos establecimientos bajo la modalidad de transfer o traslado entre el aeropuerto y puertos y
dichos establecimientos y viceversa, se considera parte del servido de alojamiento, debiendo emitirse la
autorización de transporte por cuenta propia con la sola presentación de su Registro Nacional de Turismo
vigente. (…) 
  
Art. 58.1.- Se denomina vehículo de transporte particular el que satisface las necesidades propias de transporte
de sus propietarios sin fines de lucro. 
  
Art. 59.- Transporte Internacional.- (Sustituido por el Art. 44 de la Ley s/n R.O. 512-5S, 10-VIII-2021).- El
transporte internacional de personas y mercancías, es un servicio de transporte público garantizado por el
Estado, consecuentemente, se requerirá de un contrato de operación de acuerdo con los términos establecidos
en la presente Ley y en los convenios, acuerdos, tratados internacionales suscritos por el Ecuador. 
  
Se regirá adicionalmente por las resoluciones emitidas por la Comunidad Andina de Naciones, así como por
aquellas resoluciones conexas expedidas por este mismo organismo sobre transporte internacional de
mercancías por carreteras. 
  
Art. 60.- El transporte fronterizo de personas y mercancías, es un servicio público que se lo realiza sólo dentro
los límites establecidos para la zona de integración fronteriza respectiva, requerirá de un contrato o permiso de
operación, de acuerdo con los términos establecidos en la presente Ley, y se regirá adicionalmente por los
tratados, convenios y acuerdos internacionales suscritos por el país. (…)”; 
  
Que, mediante el artículo 13.1 del Reglamento para la Aplicación del Impuesto a la Salida de Divisas, publicado
en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 336, de fecha 14 de Mayo 2008, establece: “Las divisas que
porten los ciudadanos extranjeros no residentes al momento de su ingreso al país, siempre que la permanencia
en el país de la persona natural no supere los 90 días calendario y que su monto haya sido informado a su
ingreso al país a las autoridades migratorias o aduaneras, según corresponda, no generan el impuesto al
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momento de su salida del país; para el efecto, la autoridad migratoria o aduanera deberá registrar las divisas
ingresadas al territorio ecuatoriano.”; 
  
Que, mediante resolución Nro. SENAE-SENAE-2019-0033-RE, se expide el “Procedimiento General del
Régimen Transfronterizo”, la cual fue publicada en la Edición Especial del Registro Oficial Nro. 919 de fecha
17 de mayo de 2019; 
  
Que, la Ley Orgánica de Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos y de la
Financiación de Otros Delitos exige la implementación de medidas que prevengan actividades ilícitas en
operaciones aduaneras. Por ello, es necesario reformar el procedimiento general del régimen transfronterizo,
incorporando estas disposiciones y realizando mejoras que optimicen el control y la transparencia en las
actividades aduaneras que tienen lugar en las fronteras terrestres, contribuyendo a la seguridad y facilitación del 
comercio; 
  
Que, es necesario implementar una etapa de estabilización en la que se permita a los viajeros llenar el
Formulario de Registro Aduanero en formato electrónico en determinados escenarios. Esta medida facilitará la
adaptación progresiva a la plataforma electrónica, permitiendo así una transición óptima en los procedimientos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 426 de fecha 19 de octubre de 2024, el Abg. Iván Fernando Rosero
Rodríguez fue designado Director General del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador, Encargado, de
conformidad con lo establecido en el artículo 215 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e
Inversiones; y, 
  
En uso de las atribuciones y competencias establecidas en el literal l) del artículo 216 del Código Orgánico de la
Producción, Comercio e Inversiones el suscrito Director General del Servicio Nacional de Aduana del 
Ecuador RESUELVE expedir la siguiente: 
  

Reforma a la Resolución Nro. SENAE-SENAE-2019-0033-RE "PROCEDIMIENTO GENERAL DEL
RÉGIMEN TRANSFRONTERIZO"

 
Artículo 1.- En el artículo 2, efectúense los siguientes cambios: 
 
1. Sustitúyanse las siguientes definiciones por el siguiente texto:  
 
“e. Formulario de Registro Aduanero (FRA).- Es el formulario electrónico establecido por la administración
aduanera, en el que los viajeros que ingresan al país en transporte terrestre, declaran traer bienes tributables;
así como, el ingreso o salida de dinero en efectivo, instrumentos negociables al portador, metales y piedras
preciosas, por un monto igual o superior a lo establecido en la Ley Orgánica de Prevención, Detección y
Combate del Delito de Lavado de Activos y de la Financiación de otros Delitos. 
  
Para efectos de aplicación del artículo 13.1 del Reglamento para la Aplicación del Impuesto a la Salida de
Divisas, los ciudadanos extranjeros no residentes en el Ecuador, adicional, deberán declarar el dinero que
porten cualquiera que sea su cuantía. 
  
En caso de exceder el límite de aplicación del presente régimen de excepción, adicional al llenado del FRA, se
deberá presentar la declaración aduanera correspondiente.  
  
h. Transporte terrestre: Es la modalidad de transporte que comprende distintas clases de servicio conforme al
artículo 51 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial.”. 
  
2. Agréguese la siguiente definición: 
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“k. Viajero: Es toda persona nacional o extranjera que ingresa o sale de la República del Ecuador”. 
  
Artículo 2.- Sustitúyase el primer párrafo del artículo 7 por el siguiente: 
  
“Artículo 7.- Transporte de las mercancías: Se establece como costo presuntivo del transporte el equivalente a
USD $1,50 (Un dólar con cincuenta centavos de los Estados Unidos de América) por cada Kilogramo del
“precio realmente pagado o por pagar” de las mercancías. En caso de no existir una póliza de seguro de los
bienes tributables, se tendrá por valor del seguro el 1% (uno por ciento) del valor dé estos bienes.”. 
  
Artículo 3.- En el artículo 11, sustitúyase el texto por el siguiente: 
  
“Art. 11.- Del procedimiento del Formulario de Registro Aduanero (FRA).- Todo viajero mayor de edad o
grupo familiar que ingrese al país en transporte terrestre, deberá llenar el FRA de manera obligatoria hasta
antes de su llegada al punto de control aduanero, y en los casos de salida del país será obligatorio hasta antes
del cruce de la frontera. 
  
En el caso de ingresar bienes tributables, deberá someterse directamente al aforo físico y al pago de los
tributos correspondientes. En el caso de ingreso y salida de dinero en efectivo, instrumentos negociables al
portador, metales y piedras preciosas, por un monto igual o superior a lo establecido en la Ley Orgánica de
Prevención, Detección y Combate del Delito de Lavado de Activos y de la Financiación de Otros Delitos, se
someterá a los controles que realice el Cuerpo de Vigilancia Aduanera. El FRA tiene carácter personal y nadie
podrá generarlo a nombre de un tercero. 
  
En el caso de que el viajero traiga consigo bienes tributables cuya cuantía sea entre USD 1,000.00 y hasta USD
2,000.00 y no presente el respectivo FRA a la autoridad aduanera de control, se impondrá una multa por falta
reglamentaria, de conformidad con lo previsto en el literal d) del Art. 193 del Código Orgánico de la
Producción, Comercio e Inversiones. 
  
Cuando arribe un grupo familiar, el progenitor o la persona a cuyo cuidado hayan sido confiados los menores
de edad, deberá llenar un FRA por todo el grupo de manera indivisible. Fraccionar un grupo familiar será
sancionado con una multa por falta reglamentaria, de conformidad con el literal d) del artículo 193 del Código
Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, en concordancia con el artículo 194 de la norma 
precitada. 
  
Únicamente, en el caso de indisponibilidad del aplicativo electrónico en donde se genere el FRA, confirmado
por el SENAE, se podrá presentar el mismo en formato físico. 
  
El FRA deberá ser presentado a los servidores aduaneros a cargo del control, en los casos que se lo 
requiriera. 
  
El viajero es responsable de la veracidad de la información proporcionada en el FRA. En caso de descubrirse
una declaración falsa, inexacta o incompleta, o la ausencia de declaración, el viajero será sujeto a las
sanciones previstas en la legislación vigente. El SENAE se reserva el derecho de aplicar medidas inmediatas
para garantizar el cumplimiento de la normativa.”. 
  
Artículo 4.- Sustitúyase el artículo 12  por el siguiente: 
  
“Artículo 12.- Revisión de vehículos: Si los viajeros arribaren al país por vía terrestre, los vehículos en donde
se movilicen podrán ser sometidos a revisión física; y de encontrarse mercancía tributable, se liquidarán los
respectivos tributos al comercio exterior.”. 
  
Artículo 5.- Sustitúyase el artículo 18 por el siguiente: 
  
“Régimen sancionatorio.- De configurarse los presupuestos jurídicos determinados para la configuración de
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los delitos aduaneros de defraudación o contrabando previstos en el Código Orgánico Integral Penal; o
aquellos establecidos para la configuración de las contravenciones aduaneras contempladas en los literales n)
y o) del artículo 190 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, según correspondan; y
siempre que la cuantía de los bienes tributables objeto de la infracción, excedan el límite de USD 2,000.00
dólares americanos; la autoridad aduanera competente iniciará las acciones legales respectivas. 
  
Excepcionalmente, si la cuantía de los bienes tributables objeto de la infracción, se encuentra entre USD
1,000.00 y hasta USD 2,000.00, adicional al pago de los tributos al comercio exterior, deberá pagar una multa
por falta reglamentaria de conformidad con lo previsto en el Art. 11 de la presente resolución; no obstante, si
la cuantía de los bienes tributables objeto de la infracción se encuentra por debajo de los USD 1,000.00, sólo
deberá pagar los tributos al comercio exterior respectivos. Únicamente en estos escenarios, el viajero podrá
disponer de los bienes tributables, una vez pagados los tributos al comercio exterior, y según corresponda, la
multa por falta reglamentaria. 
  
Independientemente de los montos establecidos en el presente artículo, el ocultamiento de mercancía extranjera
en el medio de transporte seguirá el procedimiento sancionatorio establecido en la legislación vigente.”. 
 

DISPOSICIONES GENERALES

  
PRIMERA.- Para la aplicación de la presente resolución, las Direcciones Distritales de los distritos terrestres
deberán implementar estrategias para determinar los sujetos a controlar hasta que puedan coordinar e
implementar los dispositivos que permitan la lectura del FRA electrónico. 
 
SEGUNDA.- Para la aplicación de los artículos donde se mencione depósito temporal entiéndase que para el
caso de la Dirección Distrital de Loja al no existir depósito temporal, el almacenamiento de las mercancías se lo
realizará en las bodegas establecidas por la administración aduanera.  
 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
 

ÚNICA.- Desde la entrada en vigencia de la presente resolución hasta el 28 de julio de 2025, se establece una
etapa piloto del llenado del FRA electrónico, pudiendo utilizarse el FRA físico. 
  
A partir del 29 de julio de 2025, el llenado del FRA electrónico será obligatorio de acuerdo a lo dispuesto en el
artículo 1 numeral 1 de la presente resolución. 
  

DISPOSICIONES FINALES

 
PRIMERA.- La presente resolución entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial. 
 
SEGUNDA.- Encárguese a la Dirección de Secretaría General de la Dirección General del Servicio Nacional de
Aduana del Ecuador, la difusión de la presente resolución, así como, el formalizar las diligencias necesarias para
su publicación en el Registro Oficial, en la Gaceta Tributaria Digital y en la Biblioteca Aduanera en los
procesos: GDE - Gestión del Despacho / GDE - Tráfico Fronterizo (Reg. 68, 69 y 99); y, GCA - Gestión de la
Carga / GCA - Tráfico Fronterizo (Reg. 68, 69 y 99). 
 
TERCERA.- Encárguese a la Dirección de Mejora Continua y Normativa del Servicio Nacional de Aduana del
Ecuador la compilación de la Resolución Nro. SENAE-SENAE-2019-0033-RE, que regula el "Procedimiento
General del Régimen Transfronterizo", junto con sus reformas, y la publicación a través de boletín aduanero de
dicha compilación en conjunto con la presente resolución. 
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CUARTA.- Encárguese a la Dirección de Tecnologías de la Información del Servicio Nacional de Aduana del
Ecuador, la publicación de la presente resolución en el Sistema de Administración del Conocimiento (SAC) del 
Ecuapass. 
 
Dado y firmado en el Despacho Principal de la Dirección General del Servicio Nacional de Aduana del Ecuador,
en la ciudad de Santiago de Guayaquil. 

 

Documento firmado electrónicamente

Abg. Ivan Fernando Rosero Rodriguez
DIRECTOR GENERAL, (E) 

Copia: 
Señorita Magíster
María José Álvarez Contreras
Asesora
 

Señor Abogado
Julian Fernandez Quinto
Director Estrategico del Cuerpo Vigilancia Aduanera
 

Señor Ingeniero
Sandro Fortunato Castillo Merizalde
Subdirector General de Normativa Aduanera
 

Señor Ingeniero
Andres Miguel Tapia España
Director de Mejora Continua y Normativa
 

Señora Magíster
Julissa Liliana Godoy Astudillo
Jefe de Política y Normativa Aduanera
 

Señora Ingeniera
Angela Manuela Bernal Pacheco
Interventor
 

Señorita Economista
Egdy Melissa Arauz Arce
Técnico Especialista de Riesgos Aduaneros

ab/jg/amte/sc/cm/jf/mjac
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2025-0060 

 
FREDDY ALFONSO MONGE MUÑOZ  
 INTENDENTE GENERAL TÉCNICO   

 
 

CONSIDERANDO: 
 

Que, el primer inciso del artículo 213, de la Constitución de la República dispone: “(…) 
Las superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, 
intervención y control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de 
los servicios que prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de 
que estas actividades y servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan 
al interés general. Las superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento 
ciudadano. Las facultades específicas de las superintendencias y las áreas que 
requieran del control, auditoría y vigilancia de cada una de ellas se determinarán 
de acuerdo con la ley (…)”; 

 
Que, el artículo 226, de la misma Norma Suprema establece: “(…) Las instituciones del 

Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las 
personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las 
competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. 
Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer 
efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución (…)”; 

 
Que, el artículo 3, del Código Orgánico Administrativo, determina: “(…) Principio de 

eficacia. Las actuaciones administrativas se realizan en función del cumplimiento 
de los fines previstos para cada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus 
competencias (…)”; 

 
Que,  el primer inciso del artículo 14, de la Ley Orgánica de Economía Popular y 

Solidaria, dispone: “(…) Disolución y Liquidación.- Las organizaciones se 
disolverán y liquidarán por voluntad de sus integrantes, expresada con el voto de 
las dos terceras partes de sus integrantes, y por las causales establecidas en la 
presente Ley y en el procedimiento estipulado en su estatuto social (…)”; 

 
Que, el artículo 57, letra d), ibídem, señala: “(…) Disolución.- Las cooperativas podrán 

disolverse, por las siguientes causas:(…) d) Decisión voluntaria de la Asamblea 
General, expresada con el voto secreto de las dos terceras partes de sus 
integrantes (…)”; 

Que,  el artículo 56, del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular 
y Solidaria, dispone: “(…) Publicidad.- La resolución de disolución y liquidación 
de una cooperativa, será publicada, en el portal web de la Superintendencia de 
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Economía Popular y Solidaria y un extracto de aquella en un periódico de amplia 
circulación nacional y/o del domicilio de la organización (…)”;  

Que,  el primer artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64, ibídem, 
establece: “(…) Liquidación sumaria.- En los casos en que una organización no 
haya realizado actividad económica o habiéndola efectuado tuviere activos 
menores a un Salario Básico Unificado, la Superintendencia, a petición de parte 
(…) podrá disolver a la organización y liquidar a la misma en un solo acto, sin 
que sea necesaria la realización de un proceso de liquidación, con base en las 
disposiciones que emita dicho Organismo de Control (…)”; 

 
Que,  la Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las 

Organizaciones Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, expedida por este Organismo de Control con Resolución No. SEPS-
IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 18 de septiembre de 2020, 
en el artículo 2 dispone: “(…) Objeto: La presente norma tiene por objeto 
determinar el procedimiento de liquidación sumaria de las organizaciones sujetas 
al control de la Superintendencia, que no hubieren realizado actividad económica 
o habiéndola efectuado, tuvieren activos menores a un Salario Básico Unificado 
(…)”; 

 
Que,  el artículo 3, de la citada norma dispone: “(…) Procedencia: La Superintendencia 

a petición de parte, previa resolución de la asamblea o junta general de socios, 
asociados o representantes, legalmente convocada para el efecto, tomada con el 
voto secreto, de al menos, las dos terceras partes de sus integrantes, podrá 
disponer la disolución y liquidación sumaria, en un solo acto, la extinción de la 
personalidad jurídica y la exclusión de los registros correspondientes, sin que sea 
necesaria la realización de un proceso de liquidación, en cualquiera de los 
siguientes casos: 1. Si la organización no ha realizado actividad económica y/o 
no tuviere activos; o 2. Si la organización habiendo efectuado actividad 
económica, tuviere activos inferiores a un Salario Básico Unificado (…)”; 

 
Que,  el artículo 4, ejusdem, establece los requisitos para solicitar la liquidación sumaria 

voluntaria ante la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria; 
   
Que,  la parte pertinente del artículo 5, de la norma ut supra, establece: “(…) 

Procedimiento: La Superintendencia, previa verificación del cumplimiento de los 
requisitos señalados en la presente norma, y con base en la información 
proporcionada por la organización o la que disponga en sus registros,  verificará 
si la organización se encuentra incursa en alguna de las causales establecidas en 
el artículo 3 de la presente resolución (…) Si la organización ha cumplido con 
todos los requisitos establecidos para el efecto, la Superintendencia, previo la 
aprobación de los informes correspondientes, podrá disponer la liquidación 
sumaria voluntaria de la organización, la extinción de su personalidad jurídica 
y, la exclusión de los registros correspondientes (…)”; 
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Que,  en la Disposición General Primera de la Norma antes señalada, consta:“(…) En 

las liquidaciones sumarias voluntaria o forzosa no se designará liquidador  (…)”; 
 
Que,   mediante Resolución No. SEPS-ROEPS-2019-908737, de 02 de mayo de 2019, 

esta Superintendencia aprobó el estatuto social de la ASOCIACION DE 
SERVICIOS TURISTICOS TAMBO HUASHA LUGAR DE DESCANSO 
ASOTAMBOHUASHA, adecuado a las disposiciones de la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria, con domicilio en el cantón Riobamba, de la 
provincia de Chimborazo; 

 
Que,    la Intendencia Nacional de Supervisión de Organizaciones de la Economía Popular 

y Solidaria, con memorandos No. SEPS-SGD-INSOEPS-2024-2221 y SEPS-
SGD-INSOEPS-2024-2225, de 30 de noviembre y 02 de diciembre de 2024, 
respectivamente, informó que: “(…) la ASOCIACION DE SERVICIOS 
TURISTICOS TAMBO HUASHA LUGAR DE DESCANSO 
ASOTAMBOHUASHA, con RUC No. 0691773167001, NO consta con 
procedimiento (sic) administrativo sancionador seguido en contra de la referida 
organización (…) NO ha sido supervisada con anterioridad (…)” así también 
“(…) NO ha sido supervisada con anterioridad, NO ha formado parte de los 
proceso de inactividad efectuados en los años 2019, 2020, 2021 y 2022 y NO ha 
formado parte de los controles masivos por incumplimiento en monto de activos 
y número de socios (…)”; 

Que,    a través del memorando No. SEPS-SGD-INR-2024-1047, de 03 de diciembre de 
2024, la Intendencia Nacional de Riesgos informó que la ASOCIACION DE 
SERVICIOS TURISTICOS TAMBO HUASHA LUGAR DE DESCANSO 
ASOTAMBOHUASHA: “(…) no se encuentra dentro de un proceso de 
seguimiento, producto de la aplicación de un mecanismo de control realizado por 
esta Superintendencia y/o auditoría externa (…)”; 

Que,   del Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2024-0180, de 30 de diciembre 
de 2024, se desprende que, mediante trámites No. SEPS-CZ3-2024-001-103416 y 
SEPS-CZ3-2024-001-114476, de 22 de octubre y 18 de noviembre de 2024, 
respectivamente, la representante legal de la ASOCIACION DE SERVICIOS 
TURISTICOS TAMBO HUASHA LUGAR DE DESCANSO 
ASOTAMBOHUASHA, solicitó a la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, la liquidación sumaria voluntaria de la aludida Asociación; 

Que,  la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de la 
Economía Popular y Solidaria, puso en conocimiento de la Intendencia Nacional 
de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución el Informe Técnico No. SEPS-
INFMR-DNILO-2024-0180, concluyendo y recomendando: “(…) 5. 
CONCLUSIONES  (…) 5.1. La ASOCIACIÓN (…) NO posee saldo en el activo. 
5.2. La ASOCIACIÓN (…) NO mantiene pasivo alguno. 5.3. En la Junta General 
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Extraordinaria de la ASOCIACIÓN (…) celebrada el 18 de octubre de 2024, los 
asociados resolvieron la liquidación sumaria voluntaria de la aludida 
organización.- 5.4. Con fundamento en la normativa expuesta en el presente 
informe, se concluye que la ASOCIACIÓN (…) ha cumplido con lo establecido en 
la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, y su Reglamento General y la 
Norma de Control para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las 
Organizaciones Sujetas al Control de la Superintendencia de Economía Popular 
y Solidaria, contenida en la Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPSINFMR-
INGINT-2020-0657 de 18 de septiembre de 2020; por lo que, es procedente 
declarar la extinción de la aludida organización.- 6. RECOMENDACIONES: 
(…) 6.1. Aprobar la disolución y liquidación sumaria voluntaria de la 
ASOCIACIÓN DE SERVICIOS TURÍSTICOS TAMBO HUASHA LUGAR DE 
DESCANSO ASOTAMBOHUASHA con RUC No. 0691773167001, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 y 57, letra d), de la Ley Orgánica 
de Economía Popular y Solidaria; en concordancia con el primer artículo 
innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento General a 
la Ley ibídem, en razón que han cumplido con los requisitos y disposiciones 
contempladas en los artículos 3, 4 y 5 de la NORMA DE CONTROL PARA EL 
PROCEDIMIENTO DE LIQUIDACIÓN SUMARIA DE LAS ORGANIZACIONES 
SUJETAS AL CONTROL DE LA SUPERINTENDENCIA DE ECONOMÍA 
POPULAR Y SOLIDARIA, emitida mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-
INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657 de 18 de septiembre de 2020. (…)”; 

Que,  la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de la 
Economía Popular y Solidaria, mediante memorando No. SEPS-SGD-INFMR-
DNILO-2024-3182, de 30 de diciembre de 2024, puso en conocimiento de la 
Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, el Informe 
Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2024-0180, relacionado con la 
ASOCIACION DE SERVICIOS TURISTICOS TAMBO HUASHA LUGAR DE 
DESCANSO ASOTAMBOHUASHA, a través del cual indicó y recomendó que: 
“(…) dio cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 14 y 57, letra d), de la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; en concordancia con el primer 
artículo innumerado agregado a continuación del artículo 64 del Reglamento 
General a la Ley ibídem, en razón que han cumplido con los requisitos y 
disposiciones contempladas en los artículos 3, 4 y 5 de la NORMA DE CONTROL 
PARA EL PROCEDIMIENTO DE LIQUIDACIÓN SUMARIA DE LAS 
ORGANIZACIONES SUJETAS AL CONTROL DE LA SUPERINTENDENCIA 
DE ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA, emitida mediante Resolución No. 
SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657 de 18 de septiembre de 
2020., por lo cual, recomienda declarar la liquidación sumaria voluntaria de la 
aludida organización (…)”; 

Que,    de igual forma, mediante memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2025-0017, de 07 
de enero de 2025, la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución con base en el memorando No. SEPS-SGD-INFMR-DNILO-2024-
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3182, e Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2024-0180, remitió 
información relevante dentro del proceso y manifestó que: “(…) aprueba el 
presente informe técnico y recomienda la extinción de la mencionada 
organización (…)”, posteriormente, la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución con memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2025-0359, 
de 14 de febrero de 2025, remitió información complementaria; 

Que, con memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2025-0508, de 18 de marzo de 2025, desde 
el punto de vista jurídico, la Intendencia General Jurídica emitió el respectivo 
informe; 

Que, consta a través del Sistema de Gestión Documental de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria que, respecto del memorando No. SEPS-SGD-IGJ-
2025-0508, el 18 de marzo de 2025, la Intendencia General Técnica instruyó su 
PROCEDER, a fin de proseguir con el proceso referido; 

Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, expedido mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-IGD-IGJ-001, de 
31 de enero de 2022, el Intendente General Técnico tiene entre sus atribuciones y 
responsabilidades el suscribir las Resoluciones de liquidación y extinción de la 
personalidad jurídica de las organizaciones controladas; y; 

 
Que,   conforme consta en la Acción de Personal No. 200, de 10 de febrero de 2025, la 

Intendente General de Desarrollo Organizacional, delegada de la Señora 
Superintendente de Economía Popular y Solidaria, resolvió nombrar como 
Intendente General Técnico al señor Freddy Monge Muñoz. 

 
En uso de las atribuciones legales y reglamentarias, 
 

RESUELVE: 
  
ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar disuelta y liquidada a la ASOCIACION DE 
SERVICIOS TURISTICOS TAMBO HUASHA LUGAR DE DESCANSO 
ASOTAMBOHUASHA, con Registro Único de Contribuyentes No. 0691773167001, 
con domicilio en el cantón Riobamba, provincia de Chimborazo, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 14 y 57, letra d), de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria, concordante con el artículo innumerado primero a continuación del artículo 64, 
de su Reglamento General; así como lo dispuesto en el artículo 5, de la Norma de Control 
para el Procedimiento de Liquidación Sumaria de las Organizaciones Sujetas al Control 
de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Declarar a la ASOCIACION DE SERVICIOS 
TURISTICOS TAMBO HUASHA LUGAR DE DESCANSO ASOTAMBOHUASHA, 
con Registro Único de Contribuyentes No. 0691773167001, extinguida de pleno derecho 
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de conformidad con lo dispuesto en el primer artículo innumerado agregado a 
continuación del artículo 64, del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria, en concordancia con el artículo 5, de la Norma de Control para el 
Procedimiento de Liquidación Sumaria de las Organizaciones Sujetas al Control de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedida por este Organismo de 
Control con Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0657, de 
18 de septiembre de 2020. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, la 
cancelación del registro de la ASOCIACION DE SERVICIOS TURISTICOS TAMBO 
HUASHA LUGAR DE DESCANSO ASOTAMBOHUASHA. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- Notificar al Ministerio encargado de la Inclusión Económica 
y Social con la presente Resolución, para que proceda a retirar a la ASOCIACION DE 
SERVICIOS TURISTICOS TAMBO HUASHA LUGAR DE DESCANSO 
ASOTAMBOHUASHA, del registro correspondiente. 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

PRIMERA.- Notificar con la presente Resolución a el/la ex representante legal de la 
ASOCIACION DE SERVICIOS TURISTICOS TAMBO HUASHA LUGAR DE 
DESCANSO ASOTAMBOHUASHA,  para los fines pertinentes. 
 
SEGUNDA.-. Disponer que la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen 
Institucional de esta Superintendencia, en coordinación con la Intendencia Nacional 
Administrativa Financiera, publique un extracto de la presente Resolución en un 
periódico de amplia circulación nacional y/o del domicilio de la organización; así como 
también la publicación del presente acto administrativo en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 
 
TERCERA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la razón 
respectiva del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-ROEPS-2019-
908737, y publicar la presente Resolución en el Registro Oficial, así como su inscripción 
en los registros correspondientes. 
 
CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines 
legales pertinentes. 

QUINTA.-  Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución ponga en conocimiento de la Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y 
Coactivas e Intendencia Nacional Administrativa Financiera, el contenido de la presente 
Resolución para que procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades.  
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SEXTA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin 
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. De su cumplimiento y notificación 
encárguese a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, 
quien dejará constancia de la publicación y notificación realizada, en el respectivo 
expediente. 

COMUNÍQUESE Y NOTIFÍQUESE.- 
 
Dado y firmado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 15 
días del mes de abril de 2025. 
 
 
 
 
 
 

FREDDY ALFONSO MONGE MUÑOZ 
 INTENDENTE GENERAL TÉCNICO   
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